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Berta Cáceres, Defensora de derechos humanos asesinada

Berta  Cáceres,  líder  del  Consejo  Cívico  de  Organizaciones  Populares  e  Indígenas  de  Honduras

(COPINH) y ganadora del premio Goldman para el  medio ambiente (2015), fue asesinada el  3 de

Marzo del 2016 alrededor de la 1:00 A.M. en su casa. Según integrantes del COPINH existió una falta

de protección por parte del gobierno a Berta Cáceres beneficiaria de medidas cautelares solicitadas por

la CIDH pese a las declaraciones del ministro coordinador general del Gabinete del Gobierno,  Jorge

Ramón Hernández Alcerro1 el día 3 de marzo de 2016.

Berta Cáceres y otros líderes de la organización  han sido objeto de asesinatos, amenazas de muerte y

violencia de manera sistemática por su defensa de los Derechos Humanos. Berta ya denunciaba: “desde

2013 hasta el día de hoy hay permanente vigilancia en mi casa, en las oficinas de COPINH, y en Utopía

por policía militar, agentes de DESA y DNIC (Dirección Nacional de Investigación Criminal)”. “He

sufrido  seguimiento vehicular desde Río Blanco, Zacapa y Siguatepeque hacia la Esperanza y desde

Tegus a Siguatepeque por empresa DESA”2

Las  principales  amenazas  a  COPINH  y  a  Berta  vienen  por  su  lucha  en  contra  del  Proyecto

Hidroeléctrico “Agua Zarca” que impulsa la empresa Desarrollos Energéticos S.A. (DESA) en el Río

Gualcarque3. Berta fue criminalizada y judicializada por la defensa del río y de las comunidades Lencas

de Río Blanco. Según informaciones de COPINH, el jefe de seguridad de DESA- PH Agua Zarca,

Jorge Ávila, estaba en la Esperanza, departamento de Intibucá, el 2 de Marzo, en la mañana con un

grupo de 20 personas fuertemente armados y se reían y decían: “si estaría aquí Berta la matábamos”. 

Las amenazas directas contra Berta fueron aumentando en los últimos meses.  Las fuerzas de seguridad

hondureñas han estado implicadas en violaciones de los derechos humanos en este caso de Río Blanco,

defendiendo  los  intereses  de  la  empresa.  El  20  de  febrero  de  este  año  COPINH  realizó  una

movilización pacífica hasta las instalaciones de la empresa DESA en el río Gualcarque. En este acto,

guardias de seguridad de la empresa, liderados por Jorge Ávila, junto con el alcalde y vice alcalde de

1 http://www.latribuna.hn/2016/03/03/medidas-cautelares-berta-caceres-cumplidas-asegura-gobierno/

2 Palabras de Berta Caceres durante un análisis de riesgo con Protection International en Junio del 2014

3  Financiadores: Fondo de Desarrollo de los Países Bajos FMO-Banco Holandés que apoya con 15 millones de dólares, igualmente el Finnish Fund for
Industrial Cooperation Ltd. FINNFUND de Finlandia con 5 millones de dólares, el Banco Centroamericano de Integración Económica con 24,4 
millones de dólares, las empresas Siemens y VoithHydro de Alemania, Empresa CASTOR (CASTILLO TORRES) CONTRUCTORA CERROS DE 
COMAYAGUA, el Banco FICOHSA y el grupo empresarial de la familia Atala, el gobierno de los Estados Unidos a través de USAID-Proyecto 
MERCADO y a SERNA, que continúa siendo lacaya de las empresas como DESA, y que se ha negado a entregar al COPINH información de más de 
40 proyectos hidroeléctricos que afectan y violan derechos del Pueblo Lenca, incluyendo el PH AGUA ZARCA
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San Francisco de Ojuela, miembros de la Policía y otras personas, algunas de ellas armadas, cerraron el

paso  a  los  autobuses  de COPINH utilizando un tractor  y  patrullas  de  la  policía.  Las  personas  de

COPINH  caminaron  6  horas  para  llegar  hasta  las  instalaciones  de  DESA donde  desarrollaron  su

protesta pacífica. Al llegar Jorge Ávila les expresó que él era el que decidía si el alcalde y la policía

dejaban pasar a los autobuses para llevarles de regreso. En este momento se dieron amenazas a todos

los presentes diciéndoles que “se atuvieran a lo que pudiera pasar”. Luego Jorge Ávila amenazó a Berta

Cáceres “Vamos a matar a esa vieja hija de puta porque es ella la que induce a la gente a que anden

aquí”.

COPINH  también  destaca  que  Raúl  Pineda,  alcalde  municipal  de  San  Francisco  de  Ojuela,  y  la

Secretaría  de  Recursos  Naturales  y  Ambiente  (SERNA)  apoyan  la  construcción  de  la  central

hidroeléctrica sin tener en cuenta el derecho de los pueblos indígenas a la consulta. Esto supone una

violación  de  los  Derechos  Humanos  por  parte  del  estado  y  genera  una  grave  preocupación  de  la

situación de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos en Honduras. 

Como ya expresó hace unos meses  la  relatora de las  Naciones  Unidas  sobre los  Derechos de los

pueblos indígenas durante su visita a las comunidades Lencas de Río Blanco, Intibucá, en Honduras,

“las historias presentadas por los pueblos indígenas las presentaré en un informe a las Naciones Unidas

y al Consejo de Derechos Humanos de la ONU, para que todos los países se enteren de la situación que

están viviendo en Honduras”.  “He observado la  situación crítica a la que se enfrentan,  la falta  de

respeto  a  los  derechos  sobre  tierras,  territorios  y  recursos  naturales,  la  violencia,  impunidad  y

corrupción”.

Por lo tanto, Protection International (PI) hace un llamado a la comunidad internacional a exigir

al estado de Honduras que investigue el asesinato de la Defensora de Derechos Humanos Berta

Cáceres y que éste no quede impune. 


